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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ricardo Falero. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Juan José Bentancor, Nora Castro, 
Alejandro Falco y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Por la Organización del PITCNT señores Juan Castillo, Secretario; economista Daniel 
Olesker, Director del Instituto "Cuesta Duarte"; doctor Hugo Barreto, Asesor Legal; Jorge 
Balbo, Jorge Castro y Juan Silveira, representantes del PIECNT; y Héctor Castellano, 
delegado de la Federación Uruguaya de Empleados de Comercio e Industria (FUECD. 


SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a esta delegación integrada por el economista Daniel Olesker -Director del Instituto 
Cuesta Duarte-, al señor José Balbo -representante del PIT-CNTE, al doctor Hugo Barreto -asesor legal-, al 
señor Juan Silveira, al señor Juan Castillo -Secretario-, al señor Héctor Castellano -FUECT, al señor Jorge 
Castro y al señor Juan Silveira. 


Hace algún tiempo, esta Comisión ha emprendido una tarea vinculada a analizar todo lo que hemos dado en 
llamar "políticas activas de empleo", pero no sé si ustedes cuentan con la versión taquigráfica de estas 
sesiones. En este sentido, en distintas oportunidades recibimos a los miembros del Consejo Superior 
Empresarial, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de la DINAPYME -Dirección Nacional de 
Pequeñas y Microempresas- y de la Asociación Nacional de Medianas y Pequeñas Empresas. 


En el marco de este trabajo, hemos dividido la tarea en tres ejes: por un lado, lo que tiene que ver con las 
empresas estatales o con el Estado, por el otro, lo relativo a las empresas privadas y, por el otro, los 
trabajadores nucleados en el PITCNT; por supuesto que también está el Poder Legislativo, a través de esta 
Comisión. 


Si pudieron dar una ojeada a las versiones taquigráficas que les llegaron tendrán una visión de carácter 
general respecto de cuáles son los objetivos de este trabajo, de cómo ha ido evolucionando en estos días y, 
seguramente, de cómo seguirá haciéndolo en el futuro. 


Las entrevistas agendadas para las próximas sesiones de esta Comisión son con los Ministerios de Transporte 
y Obras Públicas y de Turismo y con cooperativas de producción; este último es un tema específico, pero 
también lo vamos a abordar en el tratamiento de todo esto. A su vez, con respecto al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, está citada la Dirección Nacional de Marina Mercante pues ese es otro tema que nos 
preocupa particularmente. 


Entonces, teniendo en cuenta el temario al que nos encontramos abocados, les cedemos el uso de la palabra, 
agradeciéndoles desde ya su presencia y colaboración en el trabajo legislativo. 


SEÑOR CASTILLO.- Solamente queremos dar una introducción a lo que aspiramos pueda 
transformar en la posibilidad no solo de presentar formalmente un proyecto sino de explicar algunos 
de sus contenidos que reflejan, a nuestro entender, la principal preocupación que hoy tiene el 
movimiento sindical. 


El hecho de habernos invitado formalmente a participar en este ámbito del Parlamento y de solicitarnos, 
como mecanismo para el debate, la reflexión, la discusión, las ideas y la elaboración del movimiento sindical, 
forma parte de un plan que nuestro movimiento viene llevando a cabo y que ha merecido igual trato y 
discusión en otros ámbitos del Gobierno, con varias entrevistas a los distintos Ministros involucrados en el 
tema, como por ejemplo, al de Economía y Finanzas y al de Trabajo y Seguridad Social. 


La proclama del 1% de Mayo, no solamente se ubica en el escenario de la crítica, del diagnóstico sino que, 
fundamentalmente -tal como nosotros lo reclamamos-, para muchos miles de uruguayos y para el conjunto de 
la sociedad es hora de que comencemos a colocar propuestas concretas sobre qué es lo que estamos 
pensando, cómo creemos que se podría resolver el tema si tomamos algunas medidas. Insisto en que si bien 
algunas están incluidas allí -lo hemos dicho a los contados minutos de terminar la entrevista con el señor 
Ministro de Trabajo- nunca nos creímos -menos ahora- los dueños de la verdad; simplemente entendemos 
que para un sector importante de nuestra sociedad, como es el movimiento sindical, la capacidad de elaborar 
propuestas también es un paso para decir que estamos dispuestos a ser convocados a cualquier ámbito y en 
cualquier nivel para discutir e intercambiar opiniones para ver cómo pasamos "del dicho al hecho", es decir, 
con todas las visiones en las que sentimos la democracia y con todas las opiniones, elaborar una salida para el 
tema laboral, que es motivo de angustia para varios miles de familias. 


Por tanto, en nombre del movimiento sindical, no solo quiero agradecer esta posibilidad sino dar la palabra a 
compañeros como Balbo y Barreto que trabajan dedicados al tema, precisamente en ámbitos de empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Omití decir -pido excusas por ello- que es parte del trabajo de esta Comisión, 
a su pedido expreso, la proclama leída por los señores Castro y Abdala el 1”? de Mayo, particularmente 
la segunda parte que es la que hace a la propuesta. 


SEÑOR BALBO.- Reitero la importancia que damos a que esta Comisión permita un intercambio con 
respecto a las políticas activas de empleo, ya que para nosotros es un tema central desde hace largo 
tiempo. 


Afortunadamente, hoy estamos advirtiendo un cambio en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Digo 
esto porque ese Ministerio estuvo omiso durante mucho tiempo en la discusión de este asunto y hoy está 
abierto al intercambio; más allá de que no compartimos la propuesta que se hace, reconocemos que por lo 
menos se está abordando el tema. 


Estamos profundamente convencidos de la necesidad de aplicar políticas activas de empleo, no solo por 
nuestra experiencia acá, en el Uruguay, o a nivel regional, sino porque ya se decía muy claramente en el Foro 
Global del Empleo, llevado a cabo en Ginebra a fines del año 2001, que es imprescindible desarrollar y 
fomentar políticas activas de empleo, así como aumentar las inversiones en educación, salud y desarrollo 
social. Dentro de las conclusiones de ese Foro se destacaba la importancia de los intercambios regionales en 
materia de formación y políticas de mercado de trabajo. En este punto hago un paréntesis porque considero 
que es muy importante, aunque tardío, este cambio en la política de inserción internacional del país si se 
concretan los últimos anuncios que apuntan a fortalecer el MERCOSUR y a no seguir propiciando una 
negociación unilateral con los Estados Unidos de Norteamérica. 


También se concluía en ese Foro Global del Empleo, de noviembre de 2001, que se ha demostrado que una 
red de seguridad de protección social es un poderoso instrumento para que la gente pueda adaptarse al 
cambio y, finalmente, que el diálogo social debe subyacer a todas estas prioridades. Se considera que la 
intervención decidida de los interlocutores sociales es un factor clave para el éxito. Ese diálogo social es el 
que nosotros desde hace largo tiempo estamos reclamando; por eso nos causa mucha satisfacción que se 
genere este tipo de intercambio. 


En ese Foro, Juan Somavia decía que, después de todo, el mayor riesgo para la seguridad que afecta a las 
grandes mayorías en todas las latitudes es el desempleo y sus secuelas de pobreza. El economista Joseph 
Stiglitz afirmaba, en el mismo Foro, que el objetivo de la política económica es el bienestar ciudadano y que 
el trabajo decente es una parte importante de la vida del ser humano, por lo que la conclusión lógica es que 
un buen puesto de trabajo es la mejor señal de bienestar y no hay mejor lucha contra la pobreza que la 
creación de puestos de trabajo dignos. 


Rescatamos esto del Foro realizado en el 2001 porque es parte de la discusión que tenemos hoy con otros 
actores sociales y con el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a cuál es la mejor forma 
de combatir la pobreza y la desocupación. Sin ninguna duda, para nosotros ello pasa por cambios importantes 
en la política macroeconómica y, además, por la generación de puestos de trabajo genuino. 


Me voy a referir brevemente a los puntos centrales de discrepancia que tenemos con la propuesta que hace el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social relativa a un programa de empleo directo. Finalmente, el 
economista Olesker se referirá a la batería de políticas activas de empleo que proponemos. 


Desde el PIT-CNT hemos dicho enfáticamente al señor Ministro y a la opinión pública que no es conveniente 
tratar de resolver el problema de la desocupación y de la pobreza con programas parciales. Creemos que se 
debe abordar en forma integral, con una batería de medidas, que desarrollaremos al final. 


Consideramos que ante la crisis más grande del trabajo de toda la historia de nuestro país y un crecimiento 
espeluznante de la pobreza los recursos que se proponen asignar a estos programas no son suficientes. 
Concretamente, creemos que el Poder Ejecutivo no es coherente con lo que afirma en sus discursos en cuanto 
a que la problemática del desempleo y de la pobreza sean una preocupación central, porque ello no condice 
con la asignación de fondos que se hace o, mejor dicho, con la no asignación de fondos a ese respecto. En 
lugar de procurar fondos estatales, se pretende vaciar el fondo de la Junta Nacional de Empleo, el Fondo de 
Reconversión Laboral, para desarrollar estos programas. 


También tenemos fuertes diferencias en cuanto a las condiciones en que se generarían estos puestos de 
trabajo, si se aplicara el programa de empleo directo. Naturalmente, no desconocemos la necesidad de ir 
implementando planes de emergencia mientras las políticas de mediano y largo alcance van dando sus 
resultados, si es que llegamos a un acuerdo para desarrollarlas en nuestro país. Pero eso no puede llevar a 
impulsar desde el Estado -mucho menos lo hará la Central Nacional de Trabajadores- la promoción del 
empleo precario e informal, tal como se planteó originalmente en este programa. No descartamos poder 
seguir conversando para modificar ese tipo de cosas. No creemos que sea correcto que desde el Estado se 
promueva ese tipo de condiciones de trabajo; aunque sea por cinco meses y solo para excluidos y 
marginados, en nuestra opinión es muy negativo promover la evasión a la seguridad social amparada por el 
Estado, sin aporte obrero, sin aporte patronal y sin ningún tipo de derecho durante y después de finalizado el 
contrato. 


Por último, nos parece de orden que cualquier abordaje a este tema se haga en un marco de diálogo social. La 
práctica que ustedes están haciendo es bien clara; ustedes convocan al sector empresarial, de los trabajadores 
y a organismos gubernamentales, que no es lo que ha hecho el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con 
estos programas de empleo directo y empleo subsidiado y no nos ha permitido verter nuestras opiniones. 
Aparentemente, todos estamos con buen ánimo de revertir esta situación. En tal sentido, habría un 
reconocimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a que este camino no fue el adecuado 
y está procurando abrir esos caminos de diálogo que permitan a los actores sociales, tanto a trabajadores 
como a empresarios, opinar respecto a estos planes o a cualquier otro que se desarrolle. 


Me gustaría que el compañero Olesker desarrollara las propuestas sobre políticas activas de empleo, que es 
una actualización de propuestas que hemos introducido en el año 2001 en la Junta Nacional de Empleo y que 


planteamos el 20 de junio de 2002 en el salón de enfrente -con amplia invitación- y hoy traemos a este 
recinto. Al respecto, hicimos cuatro ejemplares que entregaremos a la Comisión. 


SEÑOR OLESKER.- Como decía el señor Balbo, la propuesta que entregamos a la Comisión tiene 
mucha historia en cuanto a su elaboración en el PIECNT y, en particular, en el Instituto Cuesta 
Duarte, asesor del PITCNT. De alguna manera esta propuesta se ha actualizado sobre la base de 
algunos elementos que la hacen más gravitante en este momento, no solo por el alto desempleo sino 
porque en los próximos años, suponiendo que Uruguay recupere el crecimiento económico, el efecto 
empleo va a ser mucho más lento y leve que en la década del noventa. El país creció en esos años en 
base a los servicios fuertemente intensivos en mano de obra y ahora, devaluación mediante, va a crecer 
sobre todo en el sector agropecuario industrial y en particular en el sector exportador, cuyo efecto 
sobre el empleo es mucho más lento. Quizás a largo plazo los efectos se equiparen, pero será mucho 
más lento en cuanto a su impacto. Entonces, habrá una brecha entre la recuperación económica -si es 
que esta llega y cuando llegue- y el empleo. Por lo tanto, en ese contexto las políticas activas de empleo 
adquieren mucha más importancia. 


El otro tema novedoso es que, como las políticas activas exigen recursos financieros -algunas no mucho, y 
otras importantes recursos financieros-, el hecho de que se terminara de concretar el no pago de la deuda 
pública en moneda extranjera para los próximos años y que el Gobierno -según la Carta Intención firmada 
con el Fondo Monetario Internacional- haya acordado que todos los desembolsos que serían destinados a 
pagar la deuda se destinan a las reservas que a fin del año que viene alcanzan a US$ 1.400:000.000, daría un 
margen para utilizar parte de estas reservas -nos parece que US$ 1.000:000.000 es una cifra adecuada de 
encaje técnico de reservas para el Uruguay dado su Producto Bruto Interno-, entre otras cosas, en las políticas 
activas de empleo. Quiere decir que hoy hay condiciones económicas y financieras que obligan a proponer lo 
que refiere a las políticas activas. 


¿Qué es una política activa? Una política activa de empleo es aquella que logra que se tomen más empleos de 
lo que se tomarían si no existieran. Esta es la definición y el resultado: se desvía la asignación de recursos. Si 
el empleador iba a tomar una máquina y cinco trabajadores, la política activa tiene que tratar de que tome una 
máquina y siete trabajadores. Digo esto un poco de manera caricaturezca. 


Entonces, con ese criterio de política activa de empleo en este documento nosotros planteamos cuatro 
medidas: dos que repercuten directamente en el Estado como empleador y dos que repercuten en el sector 
privado como empleador. 


De las dos primeras, una es recuperar la inversión pública. En el Presupuesto quinquenal aprobado en el año 
2000 había una inversión pública de un 100% y a lo largo de distintas Rendiciones de Cuentas esta se ha 
disminuido en un 28%. En ese sentido, estamos proponiendo que por lo menos se vuelva al nivel 
presupuestado en el plan quinquenal, o sea, que se aumente la inversión pública en ese monto, que es 
aproximadamente un 28% del actual, es decir, unos US$ 130:000.000 o US$ 140:000.000, en los plazos que 
restan desde ahora hasta el fin del período presupuestal. 


La segunda medida de política activa tiene que ver con el Estado como empleador son las políticas de 
contrataciones del sector público. 


El Presidente de la Comisión ha dicho que tendrá una reunión con las cooperativas de producción y, con 
seguridad, este tema será tratado. Hay muchas empresas que eran contratadas por el Estado y se fundieron, es 
decir, cerraron y sus empleados quedaron sin trabajo. Y hoy, esos trabajadores no pueden quedar como 
trabajadores cooperativizados -por ejemplo-, porque se les exige dos años de antigúedad como empresa en la 
mayor parte de las licitaciones en el sector público. Esto es un error porque, efectivamente, los trabajadores 
tienen más de dos años de experiencia. Un ejemplo es el de los trabajadores del puerto -Castillo lo sabe-, pero 
hay muchos otros. La excepción es el Ministerio de Salud Pública, pues el Director del Hospital Pereira 
Rossell ha hecho la salvedad de tomar igualmente a estos trabajadores. 


En toda la política de contratación del sector público hay un gran marco como para reacomodar en parte esta 
situación del empleo. No se trata de que el Estado salga a hacer pozos y taparlos, como decía la vieja teoría 
económica de los años treinta, sino de cumplir efectivamente las tareas que hoy se están dejando de hacer por 
todo este proceso de cierre, de licitaciones no cubiertas, etcétera. Entonces, para que esto ocurra como 


política activa, el pliego de licitaciones tiene que incluir en sus condiciones que el factor empleo diferencia a 
una empresa de otra. Por ejemplo, si yo propongo contratar a cinco personas en vez de tres, eso diferencia a 
una empresa de otra. Tenemos claro que ese no es el único factor, pues no hay que olvidar el precio en una 
licitación y la calidad de servicio. No estamos diciendo de que se licite solamente en base a la cantidad de 
trabajadores que se contratan sino que -algo que hoy no se está haciendo- se incluya la cantidad de puestos de 
trabajo como un factor que punteará, tanto, más o menos que los demás. 


En cuanto al sector privado, una de las políticas activas que planteamos es de orden activo-activo y la otra es 
más de articulación. La primera es premiar con recursos económicos a las empresas que contraten a nuevos 
trabajadores. En este sentido, tenemos una discrepancia con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pues 
pueden haber muchas formas de premiarse. Sin embargo, la menos eficiente en la historia de la economía 
uruguaya y de la experiencia mundial es la de los aportes patronales a la seguridad social. Y acá no voy a 
entrar en la discusión de si eso lo financia el BPS o no, porque es otro tema. Desde el punto de vista de la 
eficiencia económica, la reducción de aportes ha sido la menos eficiente en la historia de las políticas activas. 
Han sido mucho más eficientes, por ejemplo, las políticas de crédito, en las que la tasa de interés va asociada 
a cierta cantidad de puestos de trabajo y hay tasas de interés preferenciales. Las hay para los exportadores -y 
nos parece bien que existan esas tasas preferenciales para este sector- pero también sería bueno que las 
tuvieran aquellos que contraten a nuevos trabajadores con una matriz de ecuación que, por ejemplo, 
establezca que cada tantos trabajadores se baja un punto. Esto ya sería un tema práctico. 


En relación a la segunda política activa dentro del sector privado es el Servicio Nacional de Empleo. En 
cuanto a la política de búsqueda de empleo y de conexión entre la oferta y la demanda, tenemos claro que no 
es el problema fundamental de hoy, porque el problema es que no hay demanda y nadie contrata, pero en 
algunos segmentos está empezando a darse un proceso de crecimiento en la contratación de trabajadores. 
Entonces, a través de un servicio de empleo del propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o de la Junta 
Nacional de Empleo podrían también priorizarse algunos sectores respecto a otros en la contratación de 
nuevos trabajadores. Algunos sectores de actividad lo tienen. En la salud esto es bastante común y cuando 
una mutualista requiere de servicios recurre a una especie de bolsa de trabajo, ficta porque, en realidad, esta 
no existe. 


Creemos que hay que empezar a ordenar el Servicio Nacional de Empleo, que en la documentación que 
entregamos a la Comisión está más desarrollado. 


Finalmente, el último punto a que quiero hacer referencia es a la gravedad del desempleo. Como recién decía 
el señor Balbo, no podemos pensar en crear empleo a cualquier precio y a cualquier costo; cuando digo costo 
me estoy refiriendo a la calidad de los empleos y no al costo financiero. En este sentido, nos preocupan tres 
cuestiones que pasaban mucho en el Uruguay de los noventa, cuando la economía crecía, y nos imaginamos 
que en la crisis tienen que haberse profundizado. Una es la subcontratación, la inexistencia de un marco 
normativo que regule la subcontratación, la temporalidad, etcétera, lo que en su momento, hace muchísimos 
años, se conoció como el proyecto Abreu, que daba cierto marco en el sentido de que cuando un trabajador es 
contratado para un puesto de trabajo de manera temporal debe tener los mismos beneficios y el mismo nivel 
de ingresos que el trabajador permanente. Otro tema es la cobertura de la seguridad social y, por último, la 
negociación colectiva. Es más, en algún lado hemos planteado que todos los apoyos que se den a las 
empresas -subsidios, exoneraciones de impuestos, prefinanciación de exportaciones- deberían tener como 
condición la negociación colectiva con los trabajadores. En varios países de Europa esa es la condición para 
que exista subsidio estatal; no así en Estados Unidos, aunque al final del Gobierno de Clinton y -supongo- en 
el marco de una lucha electoral que se estaba por dar, se incorporó la negociación colectiva en los pliegos de 
licitaciones del sector público. En Europa es así. Ahora que en Francia se hizo la reducción de la jornada de 
trabajo y el Estado subsidia parte de la diferencia del costo entre la jornada vieja y la nueva, las empresas no 
pueden recibir el subsidio si no negociaron colectivamente la reducción con sus trabajadores. Por lo tanto, 
esto es algo que no inventamos nosotros, existe en el mundo y parece bastante lógico que así sea, porque 
protege la calidad del trabajo que se crea. Otro tema son los niveles de ingresos y de salarios, que es otra 
negociación que no viene al caso. 


Las diez medidas que figuran en el documento contemplan estas tres cosas: políticas de contratación del 
sector público, políticas de estímulo al sector privado y políticas de protección a la calidad de los empleos 
que se van creando. En conjunto, forman un paquete que, a diferencia de la propuesta del señor Ministro -con 
la gravedad del problema, una propuesta de plan de emergencia para un par de departamentos del interior es 


muy poco para lo que se requiere-, trata de contemplar los tres problemas: el empleo, la precariedad y la 
emergencia. 


SEÑOR BARRETO.- Quiero retomar lo que tiene que ver con la regulación de aspectos del mercado 
de trabajo. No nos gusta la expresión 'mercado de trabajo" porque entendemos que el trabajo no es 
una mercancía -como dice la propia OT, pero de esta forma todos sabemos de qué estamos hablando. 


Las medidas que se proponen en el documento tienen que ver no con la creación del empleo sino con una 
especie de ordenamiento del mercado de trabajo. Entendemos que uno de los elementos que más perjudica a 
los trabajadores ocupados o que pretenden un empleo, es una serie de mecanismos que se han generado en 
los últimos años y que contribuyen a encubrir quién es el verdadero empleador o a que aparezcan como 
empleadores empresas que no son solventes, y el trabajador termina siendo perjudicado precarizando su 
empleo por no tener a quién reclamar sus créditos laborales. 


Esto tiene que ver con la regulación de la intermediación laboral privada. El Estado tiene un deber de 
fomento del empleo a través de la ratificación del Convenio N* 122 de la OIT, de políticas activas de empleo. 
Es decir que hay una falta de políticas estatales, pero la preocupación más que nada es por la regulación de 
las empresas que actúan en el marco privado de la intermediación de mano de obra. Nos referimos a las 
empresas suministradoras de mano de obra temporal, que tienen una participación importante en el mercado 
de trabajo. El economista Olesker mencionaba un proyecto presentado hace años por el entonces señor 
Senador Abreu y sabemos que esta Comisión tiene en carpeta iniciativas sobre el tema presentadas en esta 
Legislatura. Además, -aunque, sin duda, no sustituye la necesidad de que se regule- hubo un acuerdo 
tripartito en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y está en el Senado la ratificación del Convenio 

N* 181 de la OIT sobre agencias de empleo privadas, que comprende a las empresas suministradoras de mano 
de obra temporal. Quiere decir que esta ratificación y la aprobación de algunos de los proyectos que están en 
la Comisión serían dos mecanismos idóneos. 


También habría que regular algunos aspectos laborales y de seguridad social de la subcontratación laboral, 
que es un fenómeno que tiene parentesco con el suministro de mano de obra temporal pero que tiene su 
propio perfil. 


Todo esto se desarrolla en el marco de lo que en nuestra propuesta llamamos un Servicio Nacional de 
Empleo, con la preocupación por el rol del Estado en la intermediación y la subsistencia del sector privado en 
la regulación, pero con una atención más cercana de la Inspección del Trabajo y con algunas de las 
soluciones contenidas tanto en el Convenio N* 181 como en algunos de los proyectos presentados en el 
Parlamento. 


Hay otro aspecto contenido en nuestro documento que tiene que ver con la creación de un marco jurídico 
nuevo. Me refiero a la reforma las Leyes N* 16.320 y 16.736, que son las que han creado y modificado la 
Junta Nacional de Empleo. Pretendemos que se retome el espíritu de los proyectos originales, que creaban un 
servicio paraestatal y no un organismo estatal. Dada la estatura del problema del empleo, de esta forma se 
brindaría mucho más flexibilidad a la Junta para atenderlo, sobre todo en lo que tiene que ver con trámites 
licitatorios y otras medidas y programas que la Junta Nacional de Empleo hoy no puede llevar adelante por 
algunas trabas que impone el actual marco jurídico. 


SEÑOR SILVEIRA.- Quiero complementar el informe en lo que tiene que ver con las empresas 
públicas, no solo en lo que implican como factor de desarrollo sino en la propia generación de empleo. 
En este marco queremos mostrar una preocupación. La Ley _N” 17.556 no solo elimina la contratación 
de la función pública hasta el año 2015 sino que en las distintas contrataciones que se realicen -más allá 
de los aportes patronales que establece- crea un criterio de precariedad laboral que tampoco ayuda a 
una política activa y permanente de empleo. El trabajador que sea contratado no puede adquirir bajo 
ningún concepto la calidad de funcionario público, y la flexibilidad y desregulación laboral a la que 
está sometido hace que en cualquier instante pueda ser rescindido su contrato. Entendemos que este es 
otro elemento de preocupación a tener en cuenta, tratando de ver cómo algunas normas inciden 
negativamente en una proyección de la generación de empleo. 


Hay dos aspectos que se han planteado y que de pronto sería necesario tomar en consideración. Me refiero a 
que no solo se deber tener en cuenta la desocupación sino también el grado de instrucción y la composición 
del núcleo familiar de cada desocupado, a los efectos de desarrollar una política orientada. Además de la 
desocupación, también hay que tener en cuenta la situación sanitaria y alimentaria que los sectores 
marginales están padeciendo. Nuestro país no está acostumbrado a tener censos con nombre, apellido y 
direcciones, pero para desarrollar una política adecuada y tener una visión global de los desocupados, la 
integración de su núcleo familiar y la especialidad que puedan desarrollar, sería básico contar con este tipo de 
censos; ciertamente, eso facilitaría nuestra labor y la orientación de las políticas en ese sentido. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero formular algunas reflexiones con la delegación invitada. 


La organización sindical PIT-CNT ha planteado desde hace largo tiempo el trabajo como un tema central. 
Recuerdo que en el año 1996 o 1997 lo definíamos como una emergencia nacional. En las reuniones que 
hemos tenido estos días con distintos sectores empresariales y gubernamentales recordamos cómo en aquel 
momento dentro del movimiento sindical ya habíamos sido capaces de sentar en torno a una mesa a más de 
30 organizaciones de muy diverso origen que defendían legítimos intereses. De esta forma, se había logrado 
una plataforma mínima de unos diez puntos que, lamentablemente, en ese momento fue tratada en forma más 
bien administrativa por las autoridades de Gobierno y quedó sin resolver. En aquellos tiempos discutíamos 
sobre la emergencia con un 12% a un 14% de desocupación pero, lamentablemente, el país ha contemplado 
cómo se ha llegado al 20%. 


Sabiendo que, como expresaba Olesker, hay un desfase entre una eventual reactivación económica y una 
reactivación concreta en el plano laboral, en estos temas hemos aprendido que existe el peligro de que nunca 
se vuelva al punto original. Cuando teníamos un 12% o un 14% decíamos que sería difícil volver al 6%, 7% u 
8% estructural que teníamos antes en el país. Como ustedes están monitoreando desde un ángulo tan 
importante como el de los trabajadores el tema de la eventual reactivación y su efecto sobre la creación de 
nuevos puestos de trabajo, quisiéramos saber cómo ven esa situación. Ocurre que alguno de nosotros 
sospecha que luego que salgamos de las encuentras que toman un período en el cual todavía se siguen 
recogiendo efectos estacionales, probablemente, se relance una dificultad en la actividad que supere 
nuevamente el 20% de desocupación. Quisiéramos saber cómo ven esa situación. 


Por otro lado, es posible que el señor Ministro les haya dicho en el día de hoy que en la promoción del 
empleo precario -por llamarle de alguna manera- él ha contado con determinado asesoramiento que ha 
recibido. Inclusive, cuando se reunió con esta Comisión, el Ministro tuvo la deferencia de que el propio 
asesor, un economista chileno, nos explicara las características de este empleo por cinco meses que, según se 
decía, en Chile habría dado excelentes resultados. La preocupación que planteamos en ese momento era que 
esto es exclusivamente a término. Nos confirmaron que es así, no en el sector público donde la gente tiende a 
quedarse, sino en el privado. También se expresó claramente que la duración de cinco meses era para no caer 
en la necesidad de pagar seguro de paro. 


Entre las delegaciones que hemos recibido hasta el día de hoy, debemos jerarquizar la presentación que ha 
hecho el PIT-CNT. Tiene un orden que podrá compartirse o no, pero está claramente establecida la prioridad 
que se da a los temas. 


Dejo planteada nuestra preocupación sobre cómo visualizan ustedes la situación del empleo para los meses 
futuros, más allá de la incipiente recuperación de algunos sectores que no son, precisamente, los más 
tomadores de mano de obra. 


SEÑOR OLESKER.- Tenemos elaborado lo que en economía se llama modelo de simulación, tomando 
en consideración el crecimiento económico que el Gobierno prevé en su acuerdo con el Fondo 
Monetario Internacional, es decir, un 3% para el segundo semestre de este año -lo cual daría que para 
el año se cae en promedio un 2%- y luego 4,5% durante los años 2004, 2005, 2006 y 2007. Si no hay 
políticas activas de empleo y ese crecimiento de un 4,5% se concentra sectorialmente en exportaciones 
de bajo valor agregado -como es previsible-, hacia fines de 2007, la tasa de desocupación quedaría en 
15%. Esas son las estimaciones de nuestro modelo. Con políticas activas eso cambia y hay un juego de 
números en cuanto a ver hasta dónde se puede bajar. Esto siempre que se mantengan las coordenadas 
de política económica planteadas en este proyecto de crecimiento que el Gobierno acordó con el Fondo 
Monetario Internacional y que es básicamente exportador, sin desarrollo del mercado y basado en 


agroindustrias de bajo valor agregado, especialmente de exportación hacia Brasil. La variable 
Argentina no la tomé en cuenta a corto plazo porque no parece ser un factor importante. Quiere decir 
que, de acuerdo con estas previsiones y si no se acometen políticas activas de empleo, el piso va a 
quedar bastante más alto de lo que fue históricamente. 


SEÑORA CASTRO.- Quisiera conocer con más detalle la posición del PIT-CNT. Este trabajo lo 
conocíamos y nos parece muy actualizado y útil, así como lo que han expresado los visitantes. 


Todos conocemos el planteo que figura en la carta de intención de agosto de 2002 sobre el tema del seguro de 
desempleo. El anterior Ministro, el señor Alonso, nos había afirmado que sobre finales del año pasado estaría 
instalada una comisión en el seno del Ministerio para abordar las transformaciones a la interna de este 
derecho de los trabajadores. Por otro lado, el lunes pasado recibimos algunos datos más graves en relación a 
lo que podríamos llamar la cola que está en espera en el seguro de desempleo. En la entrevista anterior, hace 
aproximadamente cinco semanas, se nos dijo que había seis o siete mil trabajadores y el lunes pasado se nos 
informó que hay doce mil trabajadores en la cola para el seguro de desempleo, que recién se habría terminado 
con el mes de agosto y que se empezaría a trabajar con setiembre de 2002. 


Por otro lado está el criterio para el otorgamiento de la prórroga del seguro de desempleo que desde hace 
bastante tiempo se pivotea cerca del concepto de viabilidad empresarial. El tema es que nosotros 
encontramos alguna dificultad en cuanto a que el concepto del Poder Ejecutivo y el nuestro sean similares. 
Por ejemplo, en la última reunión el Poder Ejecutivo nos informó que se entendía que ALUR no era una 
empresa viable, ante lo cual planteamos que se contaba con el inversor y con participación en la licitación ya 
otorgada por UTE, por lo cual nos parecía más que claro que era una empresa viable. 


En este documento ustedes hablan de la recuperación industrial luego del período de desmantelamiento. 
Estamos hablando de empresas que, por lo menos, tengan un parque industrial, que podría considerarse como 
parte del patrimonio nacional. Ustedes han planteado que no se van a quedar con este seguro de desempleo 
tradicional. ¿Se proponen vincular estos nuevos criterios o hay algún criterio de viabilidad empresarial que 
ustedes estén manejando como movimiento sindical, que se relacione con este gasto que hace el Estado en el 
seguro de desempleo? 


SEÑOR BALBO.- Lo que plantea la señora Diputada es bastante complejo. Nosotros ponemos énfasis 
en políticas activas de empleo. De ninguna manera compartimos el criterio que se ha sostenido por ahí 
de que las políticas activas de empleo se desarrollen con el ahorro de las políticas pasivas. La razón es 
sencilla: pasamos del 10% al 40% de desocupados de larga duración y el seguro de desempleo cubre 
solamente seis meses mientras que el desocupado de larga duración tiene más de un año sin trabajar. 
Además, el subsidio que presta el seguro de desempleo es muy bajo. 


Entonces, consideramos que no es posible recortar aún más las políticas pasivas pero es importante 
implementar políticas activas, y para ello debe haber una voluntad del Poder Ejecutivo de reconocer que de 
una recesión de más de cuatro años se sale con inversión pública. Como decían los compañeros, no se sale si 
el Gobierno Nacional y los Gobiernos Departamentales compran en el exterior lo que se puede producir en el 
Uruguay a un costo similar. Esto pasa por una coordinación de las empresas públicas. No creemos que sea 
buena la discusión que ha planteado en reiteradas oportunidades el Poder Ejecutivo en el sentido de que lo 
único viable sea privatizarlas o no. Hay otra discusión que se puede hacer en torno a que esas empresas 
públicas sean la palanca del desarrollo de la economía. 


Ustedes ya recibieron a otros visitantes y podrán ver con claridad que hay una cantidad muy grande de micro 
y pequeñas empresas. ¿Es posible desarrollar políticas que las fortalezcan y las promuevan? Nosotros 
creemos que sí. Pero como ellos mismos dijeron, deben superar algunas cosas, algunos problemas de 
individualismo. Nosotros creemos que se debe promover y fortalecer las micro y pequeñas empresas pero 
también que hay que empujarlas a formas asociativas, a una integración vertical u horizontal para que, en 
algún momento, puedan llegar a exportar. Hoy no pueden hacerlo porque no les da la escala. Entonces, si no 
hay reactivación del mercado interno, un número muy importante de empresas uruguayas -se hablaba de más 
del 90%- no tiene salida. Cuando ponemos el énfasis en la reactivación del mercado interno no estamos 
haciendo un planteo corporativo; es una necesidad nacional. 


Naturalmente, también tenemos diferencias con algunos actores sociales que concurrieron a esta Comisión. 
No comprendemos al COSUPEM, que quiere discutir la problemática nacional empresa por empresa. 
Creemos que hay que hacer un abordaje sectorial, si vamos a discutir seriamente la reactivación económica, 
ya sea en el sector primario, en el secundario o en el terciario. Está bien que nos quieran hacer discutir ahí los 
niveles salariales y las condiciones de trabajo que, por supuesto, no compartimos, pero deberían tener una 
visión un poco más amplia. Como país, no es conveniente hacer esa discusión en forma atomizada, y 
tampoco le conviene a los trabajadores. En cambio, si lográramos montar escenarios de diálogos sectoriales 
entre empresarios, trabajadores, Gobierno, ONG, etcétera, para ver cuál es el perfil productivo del país, 
creemos que ahí estaría la salida 


No tengo los datos, pero es público que la situación es muy variada y muy compleja. Para aplicar políticas de 
empleo en los sectores más vulnerables habrá que instalarse desde un punto de vista focalizado. Hay dos 
puntas donde la desocupación campea fuertemente: los menores de 25 años y los mayores de 45. Los 
primeros tienen más de un 40% de desocupación, lo que no solamente significa un problema económico para 
el joven sino que también incide fuertemente en su desarrollo como ciudadano y lo excluye socialmente. Pero 
en la otra punta, donde estamos los mayores de 45 años, la situación también es dramática. Entonces, 
creemos que la aplicación de estas políticas de empleo -nosotros hacemos algunas propuestas, que podrán 
tomarse o no- debe tener un menú bastante flexible en función de qué población se va enfocando. No es lo 
mismo un programa para menores de 25 años que un programa para mujeres mayores de 45 años jefas de 
hogar. Hay que contemplar todo eso, además de los sectores de actividad y también realizar un abordaje 
desde el punto de vista geográfico. 


Desde la Junta Nacional de Empleo estamos tratando de implementar, con muchas dificultades -todos los 
sectores estamos de acuerdo- comités locales asesores de este organismo. Creemos que cualquier política que 
se desarrolle seriamente a nivel nacional -es difícil para los montevideanos pensar en términos de país- 
requiere de una descentralización, y en ella deben jugar un papel importante los actores sociales, ya sea el 
centro comercial o el plenario intersindical del lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular algunas preguntas, pero pido que me disculpen si alguna 
de las respuestas está incluida en el documento que nos han entregado. 


En segundo término, vale la pena aclarar que esta Comisión no ha analizado la posibilidad de establecer 
formalmente ningún mecanismo de diálogo social. Lo que ha conversado ha sido la posibilidad de establecer, 
mediante este procedimiento que instrumentamos, el acceso a la opinión de todos aquellos que tengan que 
ver con el tema del empleo -sin ningún tipo de discriminación- y con capacidad, ya sea por su competencia 
jurídica o por su habitualidad en el desempeño de determinadas labores, para establecer políticas activas de 
empleo en el país. 


La definición que aceptamos es la aportada por el economista Olesker, pero me parece bueno hacer algunas 
puntualizaciones. 


Estoy absolutamente convencido que no es posible generar empleo sin inversión; esto es casi de perogrullo; 
si no hay inversión, no hay posibilidades de generar empleo. 


La primera cosa sobre la que me parece que es bueno reflexionar -me gustaría contar con detalles más 
específicos y, si pueden, les agradecería que los aportaran a la Comisión- es que la inversión no tiene por qué 
ser necesariamente en términos financieros; puede ser, por ejemplo, en términos económicos o de 
instrumentos prácticos de los que el Estado disponga para poner al servicio del desarrollo de políticas activas 
de empleo, como podrían ser obras de infraestructura, otro tipo de bienes o de parte del patrimonio nacional. 


La intervención de Olesker nos permite, eventualmente, pensar que si efectivamente el Gobierno tiene razón, 
si los acuerdos con los organismos multilaterales de crédito son correctos y los análisis que de allí se deducen 
también son correctos, a partir del segundo semestre del año 2003 y en adelante el país podrá ingresar en un 
proceso de crecimiento que, siendo modestos, se situaría en el orden del 3,5% anual, para no caer en el 4,5% 
ni en el 2%. Entonces, allí se estarían empezando a generar las condiciones para practicar, a nivel de 
desarrollo del país, políticas anticíclicas, es decir, políticas que no se pueden aplicar en épocas de recesión 
pero sí en momentos de crecimiento. Entonces y con el fin de hacer un trabajo sustentable en el tiempo, creo 


que deberíamos desarrollar políticas anticíclicas que estarían focalizadas, particularmente, en lo que pueden 
ser estos años de crecimiento, si así sucediera efectivamente. 


Esto va de la mano con alguna aseveración que alguien hizo en cierto momento en cuanto a aplicar políticas 
de empleo de carácter global y mientras tanto ver cómo se puede atender la emergencia, porque las políticas 
anticíclicas determinan que se apliquen en momentos en que la recesión ya ha pasado y se está en un período 
de crecimiento. 


Otra reflexión o propuesta de análisis, teniendo en cuenta que este problema existe en la región, es cómo 
incidiría esta especie de relanzamiento del MERCOSUR que se hace a partir de un nuevo posicionamiento 
político -desde el punto de vista, fundamentalmente, del motor brasileño y del secundario de Argentina- en el 
relacionamiento a nivel de las centrales sindicales con el fin de generar acuerdos para el desarrollo de este 
tipo de políticas activas de empleo, por lo menos, en coordinación entre Estados y provincias y nuestro país, 
marcando de alguna manera, posturas que puedan ser compartidas. 


Por último, quiero saber si es posible pensar en algún aporte por parte de esta Comisión y del PI-CNT para 
generar políticas activas de empleo que sean de carácter sistémico, es decir que de alguna forma se 
retroalimenten y que puedan permanecer en el tiempo, más allá de las situaciones coyunturales. En una 
economía, que como todos sabemos, tiene ciclos de crecimiento y de los otros -si fuéramos a graficarla 
haríamos una especie sinusoide, por llamarla de alguna manera, una honda de ciclos que bajan y suben- 
parecería razonable pensar que debería existir como secante a esa sinusoide alguna línea recta que pudiera 
ser, más o menos, mantenida a efectos de evitar los perjuicios de esos ciclos por las políticas sistémicas 
aplicadas a políticas activas de empleo. 


Estas son las preocupaciones que están pasando por esta Comisión y por quien habla. Entonces, sería 
interesante contar con alguna reflexión de la Central Nacional de Trabajadores -aunque no digo ahora- para 
que sea otro insumo de nuestro trabajo. 


SEÑOR CASTRO.- En primer lugar, quiero señalar que las políticas activas de empleo no pueden 
verse como separadas de una estrategia de desarrollo productivo y económico del país. En más de una 
oportunidad hemos señalado la necesidad de elaborar una estrategia que involucre políticas reales de 
desarrollo, atendiendo las distintas cadenas productivas, valorando objetivamente en qué áreas el país 
es competitivo y con qué puede participar en un mercado internacional complejo, de mucha 
concurrencia como la actual. 


Uruguay no puede competir en volumen de producción; debe competir en calidad. Por lo tanto, cuando 
hablamos de la creación de políticas activas de empleo nos referimos a aquellas que suman valor agregado, 
para lo cual el país tiene ventajas comparativas. 


Esto tiene que ver con la complementación necesaria entre el sector público y el privado. ¿Qué políticas van 
a llevar adelante los organismos públicos de carácter empresarial que tengan que ver con el desarrollo 
productivo del país? Esto, en el marco de una estrategia diferente de inserción internacional del país. 


La forma como Uruguay se inserta en la región tiene que ver con las cadenas productivas y la generación de 
empleo. Cuando pensamos en el MERCOSUR como un espacio de integración real desde el punto de vista 
económico, no es nada más que un espacio de normativas de carácter comercial. ¿Cómo complementamos 
nuestra producción y qué agregamos en la cadena de trabajo, que estemos en condiciones de hacerlo, para 
que efectivamente Uruguay y la región tengan una complementación productiva que no signifique solamente 
el aumento de la calidad del trabajo sino también una inserción mucho más competitiva a nivel del bloque en 
la esfera internacional? En ese sentido, creemos que sustancialmente el desarrollo de políticas activas debe 
tener en cuenta todos estos factores. En primer lugar, hay que estudiar cada una de las ramas de la producción 
y ver dónde tenemos una ventaja comparativa, apostando, entonces, a su desarrollo cualitativo. Además, hay 
que verlas no solamente en función de lo nacional sino también de lo regional, como forma de inserción en el 
mercado internacional. 


También debemos considerar que hay que corregir errores cometidos en el pasado en nuestro desarrollo 
económico. A partir de la década del cuarenta generamos la llamada "política de sustitución de 
importaciones" con el desarrollo de un sector industrial vinculado, fundamentalmente, al mercado interno. 


Sin embargo, no generamos tecnología, es decir, no dimos capacidad o potencialidad a la creación tecnología. 
En ese sentido, esto fue una importante preocupación en el país, fundamentalmente en la década del sesenta, 
y estuvo planteada desde la Universidad de la República por el ingeniero Maggiolo, cuando ocupaba el 
rectorado, en el entendido de que la dependencia tecnológica no iba a permitir un desarrollo industrial. 
Muchas veces se hace una falsa oposición. Se dice que debemos producir para el mercado interno, pero el 
mercado interno es pequeño y, por lo tanto, debemos producir apuntando a las industrias de exportación. Yo 
creo que la reactivación del mercado interno tiene mucho que ver con la creación de una política activa de 
empleo, ya que es un mercado que se mueve con los ingresos de la población. Pero, además, debemos pensar 
en una industria de exportación con capacidad real de inserción. Y no solo hablamos desde el punto de vista 
de las cadenas industriales o agroindustriales, sino también, inclusive, de la producción de alimentos. 


Nosotros somos un país productor de alimentos, pero eso supone que producimos para determinados 
mercados y tiene que ver también con las variedades de producción. Recientemente, el sector arrocero 
atravesó una crisis importante debido a la crisis en el mercado brasileño, pero también a la incapacidad de 
colocar ese arroz en otros mercados por la variedad de arroz que producimos. 


Estas cuestiones también se relacionan con el desarrollo económico en forma integral y se vinculan 
directamente a una política activa de empleo. Y no confundimos una política activa de empleo, que sabemos 
tiene estrategias a corto, mediano y largo plazo, con la necesidad de atender en forma urgente la situación de 
emergencia social que hoy existe. Son dos cuestiones diferentes. 


Quiero terminar señalando que cuando hablamos de políticas que atacan el problema de la emergencia social, 
si no las pensamos enmarcadas en el diseño de políticas que a corto, mediano y largo plazo generen empleo 
genuino y de calidad, estamos haciendo asistencialismo y no verdadera integración de ese individuo excluido 
de la sociedad. Si queremos rescatarlo, debemos hacerlo, sí, con cuestiones que salen al paso de la 
emergencia, pero que necesariamente tengan continuidad, prefigurada en estrategias claras de un diseño de 
desarrollo económico del país. 


SEÑOR BARRETO.- Con respecto a la interrogante planteada acerca de los sindicatos y del 
MERCOSUR, quiero señalar que los sindicatos de la región tienen una posición muy activa y, diría, 
muy positiva en el proceso del MERCOSUR. 


Voy a ser breve porque esto casi sería motivo de otra reunión. 


Simplemente, quiero decir que, como todos sabemos, el Tratado de Asunción no tiene una previsión expresa 
en materia laboral y social. No obstante, existen algunos órganos de tratamiento de la cuestión laboral y 
social en el MERCOSUR); voy a nombrar solo dos de ellos, los principales, que son el Foro Consultivo 
Económico-Social -órgano permanente del MERCOSUR, creado en el Protocolo de Ouro Preto-, y el 
Subgrupo de Relaciones Laborales, Empleo y Seguridad Social, órgano tripartito, asesor del Ejecutivo del 
MERCOSUR. En este último ámbito se gestó lo que se llama la declaración sociolaboral del MERCOSUR, 
documento que luego fue aprobado por los Presidentes de la región. Hago este "racconto" por el hecho de 
que entre los derechos y los compromisos que han asumido los Estados en esa declaración sociolaboral del 
MERCOSUR está la implementación de políticas de empleo. Los actores sociales, es decir, los sindicatos - 
también hubo observaciones por parte de los empresarios, pero me refiero a los sindicatos porque son lo que 
nosotros representamos y, además, porque a eso apuntaba la pregunta-, hemos sido críticos de la memoria del 
Gobierno uruguayo con respecto al cumplimiento de la declaración sociolaboral sobre implementación de 
políticas de empleo. El Gobierno ha presentado su memoria al órgano tripartito regional, a la Comisión 
Sociolaboral, que es la que hace el seguimiento de la declaración, y los sindicatos hemos hecho 
observaciones que entendemos de peso pues creemos que esa memoria no refleja adecuadamente la ausencia 
de políticas de empleo, es decir, el incumplimiento de ese aspecto de la declaración sociolaboral. 


Como decía, este asunto ameritaría por sí solo una reunión. Además, quiero informar que en Asunción está 
comenzando a desarrollarse la reunión regional de la Comisión Sociolaboral, en la que se analizará no solo la 
memoria del Gobierno uruguayo sino la de los cuatro países. Me parece que esa sería una buena oportunidad 
-naturalmente, es una sugerencia- para recibir, en el futuro, ya sea por separado o en conjunto, a la delegación 
tripartita uruguaya que participe, a efectos de que señalen las perspectivas regionales, porque me parece que 
la Comisión Sociolaboral es como un observatorio privilegiado de lo que está pasando en el MERCOSUR en 
materia de empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de esta delegación. Seguramente, habrá otras 


instancias de diálogo, sobre todo cuando se concreten resoluciones. En esa oportunidad, esperamos 
contar nuevamente con la presencia de ustedes. 


Tínaa dal nia da nánrina 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


